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Septiembre 9 de 2021 
  

Sentencia C-305-21 

M.P. Alejandro Linares Cantillo 
Expediente: D-14141 
Norma acusada: Ley 136 de 1994, literal f) del artículo 174 
 

LA CORTE DECLARA EXEQUIBLE LA INHABILIDAD PARA LOS PARIENTES DE LOS 

CONCEJALES, DENTRO DEL CUARTO GRADO DE CONSANGUINIDAD, SEGUNDO 

DE AFINIDAD O PRIMERO CIVIL, PARA SER ELEGIDOS COMO PERSONEROS 

MUNICIPALES O DISTRITALES 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

1. Norma demandada

 

“LEY 136 de 1994 

(Junio 2) 

 

Por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y el 

funcionamiento de los municipios 

 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA 

[…] 

 

ARTICULO 174. INHABILIDADES: No podrá ser elegido personero quien:  

  

[…] 

  

f) Sea pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad segundo de afinidad o 

primero civil o tenga vínculos por matrimonio o unión permanente con los 

concejales que intervienen en su elección, con el alcalde o con el procurador 

departamental; […]”. 

  

2. Decisión  

Declarar EXEQUIBLE el literal f) del artículo 174 de la Ley 136 de 1994, “[p]or la cual 

se dictan normas tendientes a modernizar la organización y el funcionamiento 

de los municipios”, únicamente por el cargo analizado en esta providencia. 
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3. Síntesis de los fundamentos   

Correspondió a la Corte estudiar una demanda de inconstitucionalidad contra 

el literal f) del artículo 174 de la Ley 136 de 1994, “[p]or la cual se dictan normas 

tendientes a modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios”, 

en la que se planteó un cargo único por violación del artículo 292 superior. El 

demandante argumentó que la norma de rango legal hacía más gravosa la 

inhabilidad dispuesta directamente en la Constitución Política, pues la ampliaba 

hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, sin tener en 

cuenta el carácter restrictivo, taxativo y cerrado de este tipo de disposiciones. 

Dado que los argumentos de la demanda buscaban censurar únicamente la 

inhabilidad surgida por el parentesco entre el aspirante a personero y los 

concejales que lo eligen, el análisis de constitucionalidad se centró 

exclusivamente en dicha proposición normativa. 

 

Con base en estos elementos de la demanda, la Corte formuló el siguiente 

problema jurídico: ¿el legislador, al establecer que quien sea pariente dentro del 

cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil o tenga 

vínculos por matrimonio o unión permanente con los concejales distritales o 

municipales no podrá ser elegido como personero, vulneró la Constitución 

Política al ampliar el alcance de inhabilidades directamente establecidas por el 

Constituyente, en su artículo 292?  

 

Para resolver este problema jurídico se estudió, en primer lugar, el régimen 

constitucional de inhabilidades, haciendo especial énfasis en la restricción que 

existe para el legislador de extender el alcance de las inhabilidades expresa y 

completamente dispuestas por el Constituyente. Con esto en cuenta, determinó 

que las disposiciones superiores relevantes para la solución del caso concreto 

resultaban ser tanto el artículo 292, como el artículo 126 superiores, que debían 

concordarse para comprender adecuadamente su alcance. Así, y siguiendo las 

reglas establecidas en la sentencia C-311 de 2004, encontró que se regulan a 

nivel constitucional dos hipótesis normativas distintas, cada una de las cuales se 

rige preferencialmente por uno de estos dos artículos: (i) la primera hipótesis es 

aquella en la que los concejales no intervienen en la designación de sus 

parientes o no están llamados a intervenir en la designación de quien actúa 

como nominador. En ese caso la regla aplicable es exclusivamente la dispuesta 

en el segundo inciso del artículo 292 superior, según la cual “no podrán ser 

designados funcionarios de la correspondiente entidad territorial los cónyuges o 

compañeros permanentes de los diputados y concejales, ni sus parientes en el 

segundo grado de consanguinidad, primero de afinidad o único civil” ; (ii) la 

segunda hipótesis se presenta cuando  los concejales si actúan como 
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nominadores o intervienen en la designación de quien actúa como nominador 

de sus parientes. En este último caso, la regla contenida en el artículo 292-2 

superior debe concordarse con el artículo 126 de la Constitución que alude, en 

dichas circunstancias, a una inhabilidad que alcanza el cuarto grado de 

consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil. 

 

En segundo lugar, se evidenció que la norma censurada por el demandante 

corresponde a aquella situación en la que los concejales del respectivo 

municipio actúan como nominadores de los personeros municipales o distritales, 

por lo que la inhabilidad constitucional bajo la que se debía regir el caso 

resultaba ser la establecida en el artículo 126 superior. Por virtud de ello, debía el 

legislador impedir el nombramiento de “personas con las cuales [los concejales] 

tengan parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad, segundo de 

afinidad, primero civil, o con quien estén ligados por matrimonio o unión 

permanente” .  

 

Se concluyó, a partir de lo anterior, que el literal f) del artículo 174 de la Ley 136 

de 1994 no contrarió disposiciones de rango constitucional expresamente 

referidas a inhabilidades, no modificó el alcance o los límites de las inhabilidades 

fijadas directamente por el Constituyente, ni incurrió en regulaciones irrazonables 

o desproporcionadas. Esto, pues el contenido analizado resulta compatible y 

concordante con la prohibición establecida en el artículo 126 superior, siendo un 

desarrollo directo de dicha disposición. En efecto, la norma demandada, al 

imponer una restricción para los parientes de los concejales hasta en el cuarto 

grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil para ser elegidos 

personeros, tiene en cuenta que no puede un servidor público nombrar a 

personas con las cuales tenga, precisamente, dicho parentesco. Se recordó que 

este mandato superior está llamado a aplicarse para cualquier servidor público, 

tanto en el ámbito nacional como territorial, y opera para una situación como la 

regulada en la norma demandada.  

 

Por las anteriores consideraciones, el literal f) del artículo 174 de la Ley 136 de 

1994 fue declarado exequible, únicamente por el cargo analizado en esta 

oportunidad. 


